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ARTÍCULO

Conflicto entre la Comisión Nacional  
de los Mercados y la Competencia,  
los colegios de abogados y algunas  
instancias judiciales por la elaboracion 
de baremos de honorarios profesionales  
para la tasación de costas

RICARDO ALONSO SOTO
Catedrático Emérito de Derecho Mercantil
Consejero Académico de Gómez Acebo & Pombo
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1.	 El origen del conflicto 

	 En resolución de 8 de marzo del 2018,  la Co-
misión Nacional de los Mercados y la Com- 
petencia (CNMC o la «Comisión»)  sancionó 
con una multa de 1 455 000 euros a nueve 
colegios de abogados (Barcelona, Valencia, 
Sevilla, Vizcaya, A Coruña, La Rioja, Santa 
Cruz de Tenerife, Albacete y Ávila) por ela-
borar, difundir y aplicar baremos de hono-
rarios para la tasación de costas, lo que se 
considera una conducta de recomendación 
colectiva de precios prohibida por el artícu-
lo 1.1 de la Ley de Defensa de la Competen-
cia (LDC).

	 El expediente sancionador se inició por una 
denuncia de Bankia con motivo de las cos-
tas de los pleitos masivos que presentaron 
los accionistas reclamando la recupera-
ción de la inversión realizada por la salida 
a Bolsa de la citada entidad bancaria en  
el 2011.

	 La resolución estima que los colegios, al am- 
paro de su normativa específica, habían 
elaborado baremos que cuantificaban di-
rectamente los honorarios (listados de pre-
cios) en lugar de establecer criterios objeti- 
vos para tal cuantificación, de modo que los 
citados baremos han sido considerados re- 
comendaciones colectivas de precios, con-
ductas que están prohibidas por el artícu-
lo 1.1 de la Ley de Defensa de la Compe-
tencia. La imputación del ilícito se hace a 
cada colegio y no se aprecia una conduc- 
ta de tipo horizontal que suponga un acuer-
do entre ellos.

	 Se da la circunstancia de que, en la trami- 
tación del expediente sancionador, la pro-
puesta formulada por la Dirección de Com-
petencia el 4 de agosto del 2017 conside- 

raba que no había existido ninguna infrac-
ción legal por estar amparada por la nor-
mativa de los colegios profesionales y debía 
procederse al archivo del expediente; sin 
embargo, el Consejo de la Comisión Nacio-
nal de los Mercados y la Competencia de- 
sestimó la propuesta, por acuerdo del 10 de 
enero del 2018, y consideró que los hechos 
probados habían sido mal calificados por 
el órgano instructor y podían constituir una 
recomendación colectiva de precios prohi-
bida por el artículo 1.1 de la Ley de Defensa 
de la Competencia.

2.	 La normativa sobre colegios profesionales

	 El conflicto ha surgido fundamentalmente 
porque, aunque la Ley sobre Colegios Pro-
fesionales consagra la libertad de precios y 
prohíbe las prácticas de fijación colectiva 
de éstos (listado de honorarios), su dispo-
sición adicional cuarta establece que los 
colegios podrán elaborar criterios orienta-
tivos a los exclusivos efectos de la tasación 
de costas y de la jura de cuentas de los 
abogados. La Ley Orgánica 5/2024, del 
Derecho de Defensa, obliga a los colegios 
de abogados a elaborar criterios objetivos 
y transparentes para la cuantificación de 
los honorarios por servicios profesionales, 
especialmente a los efectos de tasación de 
costas (art. 6.2e). Esta normativa es consi-
derada también un instrumento para pro-
teger los derechos de información de los 
consumidores al amparo del artículo 51 de 
la Constitución, desarrollado por el artícu-
lo 60 del Texto Refundido de la Ley Gene-
ral para la Defensa de los Consumidores y  
Usuarios.

	 Por otra parte, el artículo 48.4 del Estatuto 
General de la Abogacía y el citado artícu- 
lo 6 de Ley Orgánica 5/2024 obligan a los  
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abogados a informar por escrito a sus clien-
tes de los gastos generales y costas del pro-
ceso, lo que afecta no sólo a sus honorarios,  
sino también de la cuantía de los de la con-
traparte en caso de condena en costas; ade-
más, los colegios de abogados están obli- 
gados legalmente a emitir un dictamen so-
bre honorarios en procedimientos de tasa-
ción de costas y jura de cuentas (art. 246 de  
la Ley de Enjuiciamiento Civil), de modo que la 
falta de baremos orientativos dificulta cum-
plir estas exigencias.

	 El Tribunal Supremo, en sentencias del 19 y  
del 23 de diciembre del 2022, ha manifes- 
tado que la excepción normativa sólo permite 
la formulación de pautas generales, pero no  
la fijación de cantidades concretas; tampo-
co permite reglas detalladas que conduzcan 
directamente a la cuantificación de honora-
rios. Además, subraya que la denominación 
formal del documento resulta irrelevante si 
su contenido material equivale a una reco-
mendación de precios.

3.	 El recurso ante la Audiencia Nacional

	 Los colegios de abogados sancionados pre-
sentaron recurso contencioso-administrati- 
vo ante la Audiencia Nacional alegando, en 
primer lugar, la caducidad del expediente; 
en segundo lugar, que los baremos respon-
dían a una función legalmente atribuida por 
la Ley de Enjuiciamiento Civil a los colegios 
en materia de tasación de costas y jura de 
cuentas y amparada por la disposición adi-
cional cuarta de la Ley sobre Colegios Pro-
fesionales, y, en tercer lugar, la falta de com-
petencia territorial de la Comisión Nacional 
de los Mercados y la Competencia, porque, 
al limitar los efectos de los baremos al ámbi-
to territorial de los colegios, la competencia 
de instrucción y resolución correspondía  

a las autoridades autonómicas de compe- 
tencia tal y como determina la Ley 1/2002,  
de Coordinación de las Competencias del 
Estado y las Comunidades Autónomas en  
materia de Defensa de Competencia, así 
como la resolución de la Comisión Nacional 
de los Mercados y la Competencia de 15 de 
septiembre del 2016 que, en un expediente 
incoado al Colegio de Abogados de Madrid 
por la limitación de la participación de los 
abogados colegiados en Alcalá de Henares 
en el turno de oficio, determinó que el mer-
cado afectado era la Comunidad de Madrid, 
con excepción de los partidos judiciales de 
Alcalá de Henares, Torrejón, Coslada y Ar-
ganda del Rey, que pertenecen al Colegio 
de Alcalá de Henares.

	 La Audiencia Nacional desestimó los dos pri- 
meros motivos (caducidad y amparo legal  
de la práctica) y aceptó el tercero en los ca-
sos en que los colegios de abogados perte-
necían a una comunidad autónoma que tenía  
un sistema autonómico de defensa de la com- 
petencia, declarando la nulidad de pleno 
derecho de la resolución de la Comisión Na- 
cional de los Mercados y la Competencia 
de 8 de marzo del 2018 por falta de com-
petencia de este organismo para instruir y 
resolver el expediente sancionador (senten-
cias de 20 de julio y de 29 de septiembre 
del 2021).

4.	 El recurso de casación y la sentencia del 
Tribunal Supremo

	 Recurridas en casación por la Comisión Na-
cional de los Mercados y la Competencia, 
el Tribunal Supremo, en sentencia de 26 de 
abril del 2024, declara que el interés casa- 
cional consiste en aclarar si resulta deter-
minante o no la existencia de procedimien- 
tos masivos a fin de verificar los efectos  
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supraautonómicos de las prácticas restric-
tivas de la competencia relativas a la elabo-
ración, aplicación y difusión de baremos de 
honorarios para la tasación de costas por los 
colegios de abogados.

	 El Tribunal Supremo, interpretando la pre- 
visión contenida en el artículo 1 de la Ley 1/ 
/2002, de 21 de febrero, de Coordinación de 
las Competencias del Estado y las Comuni-
dades Autónomas en materia de Defensa de 
la Competencia, considera que la Audien- 
cia Nacional entendió que la Comisión Nacio- 
nal de los Mercados y la Competencia ca-
recía manifiestamente de competencia para 
instruir estos procedimientos. 

	 Esta ley, que trata de delimitar las compe- 
tencias ejecutivas del Estado y de las co-
munidades autónomas en materia de de-
fensa de la competencia, dispone lo si- 
guiente:

	 Corresponderá al Estado el ejercicio 

de las competencias reconocidas en la  

Ley de Defensa de la Competencia, res-

pecto de los procedimientos que ten-

gan por objeto las conductas previstas 

en los artículos 1, 2 y 3 de la mencio-

nada ley, cuando las citadas conductas 

alteren o puedan alterar la libre com-

petencia en un ámbito supraautonómi-

co o en el conjunto del mercado na- 

cional, aun cuando el ejercicio de tales 

competencias haya de realizarse en el 

territorio de cualquiera de las comuni-

dades autónomas. 

	 Y el apartado 2 de este mismo precepto 
aclara: 

	 En todo caso, se considera que se al-

tera o se puede alterar la libre compe-

tencia en un ámbito supraautonómi- 

co o en el conjunto del mercado nacio-

nal, en los siguientes casos: 

a)	 Cuando una conducta altere o 

pueda alterar la libre competen-

cia en un ámbito supraautonó-

mico o en el conjunto del mer-

cado nacional o pueda afectar a 

la unidad de mercado nacional, 

entre otras causas, por la dimen-

sión del mercado afectado, la 

cuota de mercado de la empre-

sa correspondiente, la modalidad 

y alcance de la restricción de la 

competencia, o sus efectos so-

bre los competidores efectivos o  

potenciales y sobre los consumi- 

dores y usuarios, aun cuando  

tales conductas se realicen en el 

territorio de una comunidad autó- 

noma. 

b)	 Cuando una conducta pueda 

atentar contra el establecimiento  

de un equilibrio económico ade-

cuado y justo entre las diversas  

partes del territorio español, impli- 

car medidas que directa o indirec- 

tamente obstaculicen la libre cir-

culación y establecimiento de las 

personas y la libre circulación de 

bienes en todo el territorio nacio-

nal, suponer la compartimenta-

ción de los mercados o menosca-

bar las condiciones básicas que  

garanticen la igualdad de todos  

los españoles en el ejercicio de los  

derechos y en el cumplimiento de 

los deberes constitucionales, aun 

cuando tales conductas se reali-

cen en el territorio de una comu-

nidad autónoma. 
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	 En definitiva, tal y como señalan la exposi-
ción de motivos de la ley y la sentencia del 
Tribunal Constitucional de 15 de noviem- 
bre de 1999, la competencia del Estado se 
extiende a todas las actuaciones ejecutivas 
en relación con aquellas prácticas que pue-
dan alterar la libre competencia en el ámbito 
supraautonómico o en el conjunto del mer-
cado nacional, aunque tales actuaciones  
se realicen en el territorio de una comu-
nidad autónoma, mientras que la compe-
tencia de las comunidades autónomas en 
materia de defensa de la competencia se 
halla limitada a las actuaciones ejecutivas 
que hayan de realizarse en el territorio de 
cada comunidad autónoma y que no afec-
ten al mercado supraautonómico. Así pues, 
las comunidades autónomas que tengan 
reconocidas competencias en esta materia 
serán competentes respecto de los proce-
dimientos que se sigan por prácticas que 
cumplan los dos siguientes requisitos cu-
mulativos: que se desarrollen en el ámbito 
territorial autonómico y que no afecten a un 
ámbito superior al autonómico. Por el con-
trario, la competencia será de la Comisión 
Nacional de los Mercados y la Competencia 
si las conductas afectan a un ámbito su-
praautonómico, aunque se desarrollen en 
el ámbito territorial autonómico.

	 Según el Tribunal Supremo, la sentencia de 
la Audiencia Nacional impugnada, en con-
tra del criterio sostenido por la Comisión 
Nacional de los Mercados y la Competen-
cia, consideró que el mercado geográfico 
afectado por las conductas sancionadas 
no es nacional, sino que se circunscri- 
be al ámbito territorial propio de la actua- 
ción de cada uno de los colegios de abo-
gados implicados. El argumento sustancial 
para la estimación del recurso radica en lo  
siguiente: 

a)	 En primer lugar, considera que lo que  
se sanciona son las conductas autó- 
nomas de cada uno de los colegios  
implicados, sin que se acredite, ni es 
causa de sanción, la existencia de una 
actuación concertada entre ellos. 

b)	 No se advierte en qué medida pue-
de verse afectada la competencia en 
un ámbito supraautonómico o en el 
conjunto del mercado nacional por la 
actuación concreta de cada colegio 
de abogados. La afectación de la li-
bre competencia en un ámbito supra- 
autonómico no puede venir determi-
nada por la única circunstancia de que 
los hechos sancionados se produzcan 
en los territorios de nueve de las cin-
cuenta provincias ubicadas en nueve 
comunidades autónomas diferentes, 
siendo en todo caso necesario que 
las conductas sancionadas alteren la 
competencia en dicho ámbito supra- 
autonómico o en el conjunto del mer-
cado nacional.

c)	 Y la posibilidad a la que se refiere la 
resolución recurrida de que la recomen-
dación de honorarios o la aplicación de 
los criterios de cada colegio pueda tener 
efectos negativos sobre la competencia 
al facilitar la coordinación de honorarios 
entre los abogados se basa sólo en la 
difusión que habrían tenido los criterios 
orientativos elaborados por los distin- 
tos colegios y la publicación o la difu-
sión informática, lo que a su juicio no es  
por sí solo bastante para excepcionar el  
principio de competencia territorial.

	 En definitiva, la sentencia estima el recurso 
por considerar que la existencia de proce-
dimientos masivos en el caso Bankia resulta 
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determinante para concluir que los efectos 
supraautonómicos de las prácticas restric-
tivas sancionadas son suficientes para pre- 
cisar la dimensión del mercado afectado,  
que resulta ser el nacional, y que la autori-
dad administrativa competente para la ins-
trucción y resolución de los procedimientos 
sancionadores de referencia es la Comisión 
Nacional de los Mercados y la Competencia, 
y, en consecuencia, casa las sentencias de 
la Audiencia Nacional; asimismo, ordena la 
retroacción de las actuaciones al momento 
anterior de la deliberación y fallo de la Sala 
de la Audiencia Nacional.

5.	 La sentencia de la Audiencia Nacional 
de 30 de junio del 2025

	 Recibidas las actuaciones en la Sala de lo 
Contencioso-Administrativo de la Audiencia 
Nacional, en cumplimiento de lo resuelto 
por el Tribunal Supremo, se señaló para 
deliberación, votación y fallo el día 14 de 
mayo del 2025, fecha en que se decidió 
el contenido de la sentencia de 30 de ju-
nio del 2025, con el siguiente resultado: 
declarar que la resolución de la Comisión 
Nacional de los Mercados y la Competencia 
de 8 de mayo del 2018 es conforme a de-
recho y, en consecuencia, se desestima el 
recurso presentado por el Colegio de Abo-
gados de Valencia y se confirma la resolu-
ción de la Comisión en todos sus términos 
en cuanto a haber cometido una infracción 
consistente en recomendaciones de precios 
mediante la elaboración, publicación y difu-
sión de baremos de honorarios y a la multa 
impuesta.

6.	 Consecuencias

	 A la vista de estos hechos, se han producido 
las siguientes reacciones:

–	 El Colegio de Abogados de Madrid ha 
solicitado a los ministros de Justicia y  
de Consumo que pidan al Consejo de 
Estado que emita un dictamen que acla- 
re la cuestión de los baremos de honora-
rios para la tasación de costas. Muchos  
abogados se han sumado a esta pe-
tición.

–	 La Asociación Española de Abogados  
de Consumo, ha demandado ante la Co- 
misión Nacional de los Mercados y la  
Competencia a la Junta de Jueces de 
Primera Instancia del Partido Judicial  
de Valladolid, a la Junta de Jueces de 
la Sección Civil del Tribunal de Instancia  
de Bilbao y al Consejo General del Po- 
der Judicial por su condición de órga- 
no constitucional competente para ve- 
lar por la adecuación a la legalidad de 
los actos no jurisdiccionales de los juz- 
gados. 

	 Según dicha asociación, estas juntas han 
acordado «de forma anticipada, gené-
rica, abstracta e imperativa» cuantías 
de honorarios profesionales de aboga-
dos para los procedimientos relacio- 
nados con el derecho de consumo (es  
decir, aquellos que resuelven cuestio- 
nes relativas a las tarjetas revolving, mi-
crocréditos, entrega de documentación, 
cláusulas abusivas, etcétera) con el ob-
jetivo de unificar criterios en las futuras  
tasaciones de costas. La Asociación Es-
pañola de Abogados de Consumo sos-
tiene que esos acuerdos funcionan como  
auténticos baremos de honorarios o re-
comendaciones de precios, una prácti- 
ca por la que la propia Comisión Nacio-
nal de los Mercados y la Competencia  
ya sancionó a nueve colegios de aboga- 
dos en el 2018. 

https://confilegal.com/actualidad/consejo-general-del-poder-judicial/
https://confilegal.com/actualidad/consejo-general-del-poder-judicial/
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	 A juicio de la asociación, los acuerdos  
de la Junta de Jueces de Bilbao y de la de  
Valladolid «no tienen carácter meramen-
te orientativo, sino que se presentan y 
aplican como criterios imperativos de ta- 
sación». En concreto, la Junta de Jueces  
de Valladolid, en diciembre del 2025,  
aprobó unas cantidades prácticamen- 
te fijas para distintos litigios de consu-
mo, por ejemplo, 800 euros + IVA para 
los que involucraban tarjetas revolving 
y 400 euros + IVA para los relativos a 
microcréditos, entrega de documenta-
ción o comisiones por descubiertos en 
cuenta. Y, aunque añaden una cláusula 
que permite excepciones, la Asociación 
Española de Abogados de Consumo  
sostiene que el efecto práctico que 
producen es fijar un precio estándar. 
Por su parte, la Junta de Jueces de la 
Sección Civil del Tribunal de Instancia 
de Bilbao acordó que en los procedi-
mientos de entrega de documentación 
bancaria, «con la finalidad de unificar 
criterios, y tomando en consideración 
los parámetros fijados de forma reitera- 
da por el Tribunal Supremo junto [con]  
lo recogido en el Auto del Tribunal Su- 
premo 6630/2020, de 15 de septiem- 
bre», la tasación de los honorarios del 
letrado será de 200 euros, IVA inclui- 
do. Esto resulta sorprendente porque el 
propio acuerdo invoca, por una parte, 
la jurisprudencia del Tribunal Supremo 
que exige que la minuta sea «una media 
ponderada y razonable» y «adecuada 
a las circunstancias concurrentes en el 
pleito», pero acto seguido impone una 
cifra única de 200 euros para todos 
los procedimientos de entrega de do-
cumentación, con independencia de  
la complejidad, dedicación o circuns-
tancias del caso concreto.

	 Para los abogados que operan en liti- 
gios de consumo, la fijación anticipada 
de cuantías cerradas de honorarios, 
entre otros factores, elimina o reduce la 
dispersión de precios que debe existir en 
un mercado competitivo, desincentiva la 
entrada de nuevos operadores y la espe- 
cialización, condiciona la negociación 
entre abogado y cliente, y beneficia in-
directamente a las entidades demanda- 
das, que van a ver reducido el coste di- 
suasorio del litigio. Por ello consideran 
que este tipo de acuerdos reproducen 
una estructura anticompetitiva al cons-
tituir decisiones colectivas unánimes de 
integrantes de juntas de jueces con el 
objetivo declarado de unificar criterios 
en futuras tasaciones de costas, además 
de establecer tipologías cerradas en 
procedimientos de consumo y de di- 
fundirlas institucionalmente con voca-
ción de aplicación general en el partido 
judicial o sección territorial.

	 Ya lo declaró la Comisión Nacional 
de los Mercados y la Competencia en 
el 2018 cuando sancionó a los cole-
gios de abogados por la difusión de 
los criterios de los honorarios: «la mera 
utilización del término criterios no cam-
bia la naturaleza de los documentos 
investigados» y «la calificación de una 
lista o repertorio de tarifas no puede ser 
sino la de baremos». Así pues, lo que  
la Comisión Nacional de los Mercados  
y la Competencia prohibió a los cole- 
gios de abogados ahora lo practican 
los jueces. 

	 Por todo ello, en primer lugar, denuncian 
que, con esta práctica, las juntas de jue- 
ces de ambas regiones están cometien-
do una infracción del artículo 1.1a de la 
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Ley de Defensa de la Competencia al 
apreciar que estas prácticas consis- 
ten en una recomendación colectiva de 
precios sobre los honorarios de los ser- 
vicios de la abogacía en materia de 
derecho de consumo; y, en segundo lu- 
gar, solicitan a la Comisión Nacional de  
los Mercados y la Competencia que se 
abra un expediente, se declare la infrac-
ción de la Ley de Defensa de la Com- 
petencia y, además, se ordene el cese  
inmediato de esos acuerdos, y que se im- 
pida que vuelvan a aprobarse baremos 
semejantes.

	 Finalmente hay que resaltar que la de-
manda no sólo se dirige contra las jun- 
tas de jueces, también propone que 
se incoe un expediente sancionador al  
Consejo General del Poder Judicial por  
no cumplir con su deber legal de velar  

adecuadamente por la legalidad de los 
acuerdos adoptados por los órganos 
gubernativos de los distintos juzgados, 
plazas o tribunales de instancia bajo su 
responsabilidad.

–	 La presentación de esta denuncia abre 
un debate jurídico de gran calado sobre 
los límites de las facultades organizati-
vas de las juntas de jueces cuando sus 
acuerdos pueden proyectar efectos so-
bre el mercado de los servicios jurídicos. 
Será ahora la Comisión Nacional de los  
Mercados y la Competencia la que deba 
decidir si admite a trámite la denuncia 
e investiga si estos criterios de tasación 
de honorarios constituyen una prác- 
tica restrictiva de la competencia o si, por 
el contrario, se enmarcan dentro de las 
potestades de unificación de los criterios 
atribuidas a los órganos judiciales.
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MOSAICO

NOTICIAS

Renovación del Consejo  
de la Comisión  
Nacional  
de los Mercados  
y la Competencia

El 22 de julio del 2026 se procedió al nombra-
miento de los nuevos miembros del Consejo 
de la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia (CNMC):

–	 Don Juan José Gamuza como presiden- 
te, y doña Carmen Balza, don Joan Capde-
vila y doña Marina Echevarría como conse-
jeros. Su nombramiento es por seis años sin 
posibilidad de reelección.

–	 La vicepresidencia se asigna a don Ángel 
García Castillejo.

El 23 de julio, el Consejo aprobó la nueva com-
posición de las Salas, que quedan constituidas 
del siguiente modo:

Sala de Competencia:

–	 Presidente: don Juan José Gamuza. 

–	 Consejeros: don Rafael Iturriaga, don Pere 
Soler, doña María Vidales y doña Carmen 
Balsa.

Sala de supervisión regulatoria:

–	 Presidente: don Ángel García Castillejo. 

–	 Consejeros: doña María Jesús Martín, don 
Enrique Monasterio, doña Marina Echevarría 
y don Joan Capdevila.

La CNMC  
aprueba  
la actualización de su guía  
de programas de cumplimiento  
en materia  
de competencia 

La Comisión Nacional de los Mercados y la Com-
petencia (CNMC o la «Comisión») ha aprobado  
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la actualización de su «Guía de programas 
de cumplimiento normativo en relación con la  
defensa de la competencia», un documento de 
referencia para orientar a las empresas sobre los  
criterios que la Comisión considera relevantes 
para evaluar la eficacia de estos programas. La 
nueva versión aclara los efectos que la valo- 
ración de eficacia de un programa de cum-
plimiento tiene en relación con la prohibición 
de contratar y la atenuación de la sanción. La 
revisión ha seguido un proceso participativo, 
con consulta pública en diciembre del 2025 y  
audiencia del borrador en mayo del 2026. Am-
bas fases han mostrado un amplio respaldo al 
objetivo de integrar las normas de competen- 
cia en la gestión empresarial y han confirmado 
la utilidad de la guía para dar mayor transpa-
rencia a los criterios de evaluación. 

Principales novedades: 

–	 La guía mantiene la base y los criterios de 
evaluación del 2020, pero introduce me-
joras para facilitar su aplicación práctica, 
entre ellas, actualiza las referencias a la Co-
municación 1/2023 de la Comisión (sobre 
criterios para la determinación de la prohi-
bición de contratar por falseamiento de la 
competencia) y a la jurisprudencia recien- 
te del Tribunal Supremo sobre el alcance 
de la prohibición de contratar impuesta por  
las autoridades de competencia. 

–	 La principal novedad es la diferenciación 
clara de los efectos de los programas de 
cumplimiento en los procedimientos sancio-
nadores: por un lado, su posible impacto en 
la reducción de multas (art. 64.3 de la Ley 
de Defensa de la Competencia) y, por otro, 
su efecto en la exención o levantamiento 
de la prohibición de contratar con el sector 
público (art. 72.5 de la Ley de Contratos del 
Sector Público). 

–	 Además, el texto subraya que estos progra-
mas deben valorarse por su efectividad real 
–diseño, implementación y funcionamiento 
práctico– y no sólo por elementos formales. 
En esta línea, insiste en la necesidad de una 
verdadera cultura de cumplimiento en las 
empresas que permita prevenir, detectar y 
actuar rápidamente ante infracciones. 

Por último, la guía incluye un anexo actualiza-
do con ejemplos de indicadores habituales para 
evaluar la eficacia de estos programas; está 
concebido como una herramienta orientativa  
y flexible, no como una lista cerrada. 

Guía de la CNMC para mejorar   
la utilización de las ayudas públicas 

La Comisión Nacional de los Mercados y la Com-
petencia  (CNMC) ha publicado la «Guía para  
una correcta utilización y diseño de las ayudas 
públicas».

Tradicionalmente, las autoridades españolas 
han estado centradas en asegurar que las ayu-
das públicas se ajusten a la normativa de ayudas 
de Estado de la Unión Europea y a la nacional de  
subvenciones. Sin embargo, esta aproximación 
no puede ni debe ser considerada la única re-
levante. Por ello, esta guía ofrece orientaciones 
prácticas para que las Administraciones dise-
ñen ayudas públicas que respeten los principios 
de buena regulación y administración y que mi-
nimicen los posibles efectos negativos sobre los 
mercados. 

La reforma de la normativa  
de las aseguradoras en España  
presenta algunas exigencias  
de solvencia más estrictas  
que las de la Unión Europea 
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La Comisión Nacional de los Mercados y la  
Competencia (CNMC o la «Comisión») ha apro- 
bado los informes sobre la reforma del marco 
normativo del sector asegurador y reasegurador 
en España. Estos informes analizan el Antepro-
yecto de Ley y el Proyecto de Real Decreto que 
modifican la Ley 20/2015 (Ley de Ordenación, 
Supervisión y Solvencia de las Entidades Ase-
guradoras y Reaseguradoras) y su Reglamento 
de desarrollo (RD  1060/2015)  para transpo- 
ner la normativa europea que reforma el marco  
europeo de solvencia. 

La Comisión considera positiva la incorpora-
ción de un enfoque de proporcionalidad en la 
reforma, de modo que la normativa se adapte al 
tamaño y a la importancia sistémica de las enti-
dades aseguradoras. En esta línea hay que des- 
tacar lo siguiente:

–	 El pilar central de esta mejora es la creación 
de la categoría de entidades pequeñas y no 
complejas (SNCU). 

–	 Estas entidades disfrutarán de un régimen de 
gobernanza y reporte más sencillo, con menor 
frecuencia en la remisión de informes y exen- 
ciones en análisis técnicos complejos. 

–	 La agilización del acceso al mercado para es-
tas entidades por medio de la adopción del 
silencio administrativo positivo para su cla- 
sificación inicial. 

–	 Se introducen mejoras en la supervisión de 
la actividad transfronteriza así como ajustes 
técnicos favorables a la inversión en accio-
nes a largo plazo para fomentar la inversión 
en la economía real. 

Sin embargo, se ha detectado que el legisla-
dor español ha introducido exigencias que van 
más allá de lo requerido por la normativa euro- 

pea, lo que podría generar desventajas compe- 
titivas:

a)	 Mientras que la directiva permite eximir a las  
entidades pequeñas y no complejas y a  
las cautivas (sociedades que cubren riesgos 
de su propio grupo) de auditar su balance de  
solvencia para ahorrar costes, la normativa 
española mantiene esta obligación.

b)	 Para las entidades que no son pequeñas y 
no complejas, pero que solicitan medidas de 
proporcionalidad individualizadas, la refor-
ma prevé un silencio administrativo deses- 
timatorio.

c)	 Se mantienen limitaciones que impiden a las 
mutualidades de previsión social fusionarse 
con entidades de distinta forma jurídica o ex- 
pandirse fácilmente en la Unión Europea, lo 
que podría vulnerar el principio de neutra- 
lidad competitiva. 

Finalmente, para garantizar un equilibrio real 
entre la estabilidad financiera y la competencia 
efectiva, la Comisión formula estas recomenda-
ciones: 

a)	 Flexibilizar el régimen de las entidades pe-
queñas y no complejas y de las cautivas,  
reconsiderar la obligatoriedad de la audi-
toría y ampliar el uso del silencio adminis- 
trativo positivo. 

b)	 Reforzar la justificación de las medidas más 
estrictas adoptadas a nivel nacional para 
asegurar que no constituyan barreras de en- 
trada innecesarias o desproporcionadas. 

c)	 Reconsiderar las restricciones a las mutua-
lidades basadas únicamente en su forma 
jurídica para respetar el principio de neutra- 
lidad competitiva. 
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Además, la Comisión subraya la importancia de 
desarrollar rápidamente las herramientas de ac-
tividad transfronteriza con el objetivo de que la  
integración del mercado único europeo com-
pense el aumento de las cargas regulatorias lo- 
cales. 

La CNMC considera  
que la normativa de recuperación  
y resolución de las aseguradoras  
reducirá el riesgo moral  
y protegerá los fondos  
públicos 

La Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia (CNMC o la «Comisión») ha emi-
tido su informe sobre el Anteproyecto de Ley de 
Recuperación y Resolución de Entidades Ase-
guradoras y Reaseguradoras, que busca refor-
zar la preparación del sector asegurador para 
anticipar posibles situaciones de inviabilidad, 
así como crear un marco de actuación que per-
mita una gestión ordenada y minimice los efec-
tos adversos de la insolvencia de aseguradoras 
y reaseguradoras. Además, configura el esque-
ma institucional del régimen de resolución, que 
designa a la Dirección General de Seguros y 
Fondos de Pensiones (DGSFP) como autoridad 
nacional de resolución, define sus competen-
cias y regula también la cooperación y coordi-
nación entre autoridades nacionales, europeas 
y de terceros Estados. 

El informe de la Comisión realiza la siguiente 
valoración sobre el nuevo enfoque de la nor-
mativa: configura un régimen de «responsa-
bilidad financiera total» que protege el erario 
público y alinea los incentivos de inversores y 
gestores con el interés general y que incorpora 
de forma transversal el principio de proporcio-
nalidad, que modula las cargas administrativas 

impuestas según el tamaño y complejidad de 
las entidades. 

Asimismo, formula las siguientes recomenda-
ciones siguiendo los principios de la promoción 
de la competencia y la buena regulación: 

a)	 Tener en cuenta que el uso del Fondo de 
Resolución de Seguros, aunque se financie 
con aportaciones privadas, puede consi- 
derarse una ayuda de Estado y, por lo tanto, 
necesitará el control previo de la Comisión 
Europea.

b)	 Garantizar que la autoridad de resolución  
(DGSFP) esté estructurada de forma que no 
haya conflictos de intereses.

c)	 Definir de forma más precisa conceptos 
como interés público o los criterios de eva-
luación de resolubilidad. 

d)	 Evaluar el impacto en la competitividad de 
las entidades aseguradoras de una acumu-
lación de recursos en el Fondo de Reso- 
lución de Seguros, establecer un límite máxi- 
mo para esos recursos y hacer más previsi-
bles las contribuciones ordinarias y extraor-
dinarias.

e)	 Definir de forma más precisa los requisitos 
de acceso a la profesión de administrador 
especial de conformidad con el test de pro-
porcionalidad, para lo que se puede contar 
con la colaboración de la Comisión. 

La CNMC y la Agencia Española  
de Protección de Datos refuerzan  
su colaboración para proteger  
los derechos de los usuarios  
en el entorno digital
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La Comisión Nacional de los Mercados y la Com-
petencia (CNMC o la «Comisión») y la Agencia 
Española de Protección de Datos  (AEPD) han 
suscrito un convenio de colaboración que con-
solida un marco estable de relación institucio-
nal entre ambos organismos independientes en 
materias de relevancia en el ámbito digital.

El convenio tiene como objetivo reforzar la coor-
dinación entre ambas autoridades para garan-
tizar una aplicación coherente y eficaz del Re-
glamento de Servicios Digitales (DSA) y de otras 
disposiciones sectoriales (leyes de servicios de la 
sociedad de la información y el comercio elec- 
trónico, comunicación audiovisual y de teleco-
municaciones) en las que confluyen sus respec-
tivas competencias. Esta colaboración permitirá 
fortalecer la protección de los derechos de la 
ciudadanía en ámbitos cada vez más interrela-
cionados como la protección de los datos per-
sonales, la supervisión de los servicios digitales 
y la salvaguarda de los usuarios en sectores es-
pecialmente sensibles como el audiovisual y las 
comunicaciones electrónicas.

El convenio establece diversos instrumentos de 
colaboración permanente, entre ellos, el inter-
cambio de información y documentación, la 
asistencia mutua y la formulación de consultas, 
el traslado de reclamaciones recibidas por una u 
otra institución, la detección temprana de posi-
bles conductas infractoras y la creación de gru- 
pos de trabajo conjuntos.

Asimismo, ambas entidades colaborarán en ac-
tuaciones de divulgación y sensibilización para 
mejorar el conocimiento de los derechos de los 
usuarios en el entorno digital y promover una 
utilización más segura de los servicios digitales, 
especialmente entre los menores de edad.

En este contexto, el convenio refuerza la capa-
cidad de actuación de la Comisión y de la Agen- 

cia Española de Protección de Datos y contri-
buye a una intervención más eficaz, coordinada 
y garantista en el actual marco de integración 
de tecnologías y transformación digital.

La CNMC sugiere mejoras  
en la normativa que regulará  
la administración concursal 

La Comisión Nacional de los Mercados y la Com- 
petencia (CNMC o la «Comisión») ha emitido su 
informe sobre el Proyecto de Real Decreto por  
el que se Aprueba el Reglamento de la Admi-
nistración Concursal.

El sistema concursal presenta algunas debili-
dades que reducen la eficiencia del procedi-
miento, fundamentalmente en relación con los 
requisitos de acceso a la administración con-
cursal, el sistema de designación judicial, la re-
muneración de los administradores concursa- 
les y la publicidad y transparencia del sistema en 
su conjunto. Hasta la fecha, para ejercer como 
administrador concursal, era necesario contar 
con una de las titulaciones exigidas  (aboga-
do, economista, titulado mercantil o auditor de 
cuentas) así como acreditar una experiencia mí-
nima de cinco años y formación especializada 
en derecho concursal.

Según el informe, el nuevo enfoque de la nor-
mativa mantiene la exigencia de titulación uni-
versitaria, aunque deja de vincularla a deter-
minadas titulaciones concretas y la extiende a 
cualquier grado universitario; elimina el requisi-
to de contar con experiencia profesional y con  
formación especializada, pero incorpora la ne-
cesidad de superar un examen de aptitud pro-
fesional, y ahonda en la reforma del sistema de 
nombramiento y retribución de los administra-
dores concursales.
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La Comisión considera positivamente alguna  
de las modificaciones como la profesionaliza- 
ción de la administración concursal  (siempre  
que se sujete al test de proporcionalidad), las 
garantías relativas tanto a la evaluación ex post 
de los resultados de su aplicación como a la  
celebración de exámenes de aptitud y la bús-
queda de maximizar la eficiencia del procedi-
miento concursal mediante la vinculación del 
sistema de retribución al desempeño de su 
labor. Sin embargo, desde la perspectiva de 
promoción de la competencia y la buena re-
gulación, propone las siguientes recomenda- 
ciones: 

–	 En cuanto al sistema de acceso a la profe- 
sión: aplicar el test de proporcionalidad so-
bre los requisitos de acceso a la profesión 
de administrador concursal, prever un pro-
cedimiento ágil y sencillo de modificación 
del ámbito territorial de ejercicio de la ac-
tividad, y aclarar los requisitos de acceso a 
las profesiones de auxiliar delegado y exper- 
to para recabar ofertas. 

–	 En cuanto al sistema de nombramiento: va- 
lorar en futuras reformas la introducción de  
elementos adicionales de refuerzo de la com- 
petencia basados en el desempeño o la es-
pecialización en la administración de con-
cursos. 

–	 Por lo que se refiere a la elaboración de có-
digos deontológicos: establecer la remisión 
de los borradores de dichos códigos a la 
Comisión para que emita un informe antes 
de su aprobación. 

–	 Por lo que se refiere al régimen retributivo: 
reforzar la memoria del análisis de impac- 
to normativo (MAIN) mediante una evaluación  
más detallada de la metodología que de-
termina los porcentajes arancelarios, de los  

incentivos y penalizaciones previstos, y de 
sus efectos. 

–	 En cuanto a los regímenes transitorios: ana-
lizar si los requisitos para acceder a la ins-
cripción definitiva son proporcionales a las 
funciones que desempeñarán los adminis-
tradores habilitados y valorar la posibilidad 
de incorporar vías alternativas de acredi-
tación de experiencia para quienes actúen 
únicamente en concursos de menor com-
plejidad o complejidad media. 

La CNMC modifica la circular  
del Registro de Alias para reforzar  
su funcionamiento y facilitar  
la comunicación  
y gestión de alias  
por parte de las empresas 

La Comisión Nacional de los Mercados y la Com-
petencia (CNMC) ha modificado la circular que 
regula el Registro de Alias, un sistema que per-
mitirá verificar los nombres o marcas que apa-
recen como remitentes en los mensajes SMS,  
MMS o RCS enviados a números españoles. El 
objetivo es devolver la confianza a los usuarios 
en las comunicaciones electrónicas a través de 
mensajes y reforzar su protección frente al in-
tento de fraudes de suplantación de identidad, 
una práctica cada vez más frecuente en la que 
los estafadores utilizan alias —por ejemplo, el 
nombre de un banco o de una empresa— para 
aparentar que un mensaje procede de una en-
tidad legítima.

La actualización introduce mejoras en cuatro 
ámbitos principales:

–	 Más claridad sobre la representación de los 
titulares de alias. La circular refuerza y aclara 
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que los titulares de alias pueden actuar ante 
el Registro tanto directamente como a través 
de representantes. Se reconoce expresa- 
mente la posibilidad de que el titular de alias  
designe un representante autorizado median- 
te una carta de autorización firmada confor-
me al modelo establecido. Este representan-
te deberá contar con un certificado digital 
válido en España y será responsable de la 
veracidad y vigencia de la autorización, así 
como de las actuaciones realizadas en el 
Registro de Alias, en nombre del titular.

–	 Cambios en el procedimiento de inscripción 
y carga masiva. Se modifica el procedimien-
to de inscripción de alias para mejorar su 
operativa: la carga masiva de alias pasa a 
estar disponible de forma indefinida, aunque 
condicionada a un volumen mínimo de titu-
lares o registros. Se aclaran y actualizan los 
datos exigidos para identificar a los repre-
sentantes, tanto en nombre del titular como 
en el caso de terceros.

–	 Ajustes en la remisión de información sobre blo-
queo de mensajes. La modificación también  
introduce precisión en las obligaciones de 
remisión de información estadística sobre 
el bloqueo de mensajes con alias: se con-
cretan los plazos de envío anual de esta in-
formación y se establece un régimen espe-
cífico para el primer periodo de aplicación 
de la obligación de bloqueo, que abarcará 
desde su inicio efectivo, según la Orden Mi-
nisterial que lo regula, hasta el 31 de diciem-
bre del 2026. 

–	 Eliminación de disposiciones transitorias y en-
torno de pruebas permanente. La circular eli- 
mina las disposiciones transitorias iniciales, 
ya superadas tras el despliegue del sistema:  
la regulación de la carga masiva se integra 
de forma definitiva en el articulado. Se crea  

un entorno de pruebas permanente, dispo-
nible para todo el sector y nuevos opera-
dores, con el fin de facilitar la adaptación 
y evolución de los sistemas. Estas medidas 
se enmarcan en la Orden TDF/149/2025, 
de 12 de febrero, que establece diversas ac-
tuaciones para combatir las estafas median-
te llamadas o mensajes fraudulentos, y en 
su reciente modificación por parte de la Or- 
den TDF/558/2026, de 4 de junio, por la que  
pospone la fecha en que surte efectos la obli- 
gación de bloqueo. 

El Registro de Alias, gestionado por la Comisión, 
recogerá todos los identificadores alfanuméri-
cos (letras, números y letras combinados u otros 
caracteres) que pueden utilizarse como remiten-
tes en mensajes enviados a números españoles. 
Permitirá identificar y gestionar los alias em- 
pleados en servicios de mensajería, contribu-
yendo así a reforzar la seguridad y a combatir el 
fraude mediante su bloqueo cuando se detec- 
te un uso indebido. A partir del 15 de septiembre  
del 2026 entrarán plenamente en vigor las obli- 
gaciones de bloqueo de mensajes enviados 
con alias no registrados o que, estando inscri-
tos, no provengan de proveedores habilitados 
en el Registro de Alias.

Además, la Comisión habilitará en su página 
web un portal público que permitirá consultar 
qué alias están registrados y quién es su titular,  
lo que contribuirá a aumentar la transparencia y 
la confianza de los usuarios finales en las comu- 
nicaciones electrónicas.

PRÁCTICAS PROHIBIDAS

Durante este cuatrimestre, la Comisión Nacional 
de los Mercados y la Competencia solamente  
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https://urldefense.com/v3/__https:/us.list-manage.com/B9i9Uc4WBev?e=01fcb1ad8e&c2id=c78d45b069cf1158ec8dfee9a3dd2c96__;!!D9dNQwwGXtA!VRwUTPyrAREV6XRSXG7AO3nyLUYA-d4pI_0WUuSJsGYBUVwLuP5aVjbX74YDig4fJ1gXSfzjmK3YYWhTcA$
https://urldefense.com/v3/__https:/us.list-manage.com/B9i9Uc4WBev?e=01fcb1ad8e&c2id=c78d45b069cf1158ec8dfee9a3dd2c96__;!!D9dNQwwGXtA!VRwUTPyrAREV6XRSXG7AO3nyLUYA-d4pI_0WUuSJsGYBUVwLuP5aVjbX74YDig4fJ1gXSfzjmK3YYWhTcA$
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emitió resoluciones sancionadoras en tres sec-
tores: energía, telecomunicaciones y audiovi-
sual. En materia de competencia se dictaron  
las siguientes resoluciones:

TERMINACIÓN CONVENCIONAL

Resolución de 30 de julio del 2026  (ICAM): se 
acuerda la terminación convencional del ex-
pediente incoado al Colegio de Abogados de  
Madrid por prácticas anticompetitivas relativas 
a las cuotas de incorporación y al seguro de res- 
ponsabilidad civil.

ARCHIVO DE EXPEDIENTES

Resolución de 11 de mayo del 2026 (notarios):  
se archiva la denuncia presentada por el Co-
legio Notarial del País Vasco contra el Consejo 
General de Colegios Notariales por una prác-
tica de boicot al excluir a la empresa Gesdek 
del mercado de gestión de los documentos no-
tariales relacionados con la actividad hipoteca- 
ria de las entidades financieras.

Resolución de 18 de mayo del 2026 (Naturgy):  
se archiva el expediente por no haber resulta-
do probado el trato discriminatorio en la ges-
tión de las incidencias de las comercializa-
doras rivales que había sido denunciado por 
éstas.

Resolución de 27 de junio del 2026 (Glovo): se 
archiva la denuncia presentada por varias aso-
ciaciones de trabajadores autónomos contra 
Glovo App  23, S. A., por fijación de precios, 
abuso al imponer la exclusividad y deslealtad 
al aprovecharse de una ventaja competitiva por 
infracción de la ley de riders.

Resolución de  1  de julio del  2026  (derechos  
de autor): se archiva la denuncia presentada por  
la entidad de gestión Dama contra la Sociedad 
General de Autores y Editores (SGAE) por con-
siderar no acreditada la conducta de abuso de 
posición dominante.

Resolución de 15 de julio del 2026 (concesio-
narios de estacionamiento regulado): se archi-
va la denuncia presentada contra las empresas 
Empark y Eysa por no resultar acreditada la ili-
citud de las prácticas denunciadas.

CONTROL  
DE  
CONCENTRACIONES

Durante este periodo se han notificado cua-
renta y dos operaciones de concentración, de 
las cuales treinta y nueve fueron aprobadas en 
primera fase, dos en segunda fase con compro- 
misos  (Balearia y Decathlon)  y una, archivada 
(Greystar). En cuanto a la tipología de las ope-
raciones: treinta y tres fueron de toma de con-
trol exclusivo, tres de toma de control conjunto, 
cinco de adquisición de activos empresariales 
y una de creación de una empresa en partici-
pación.

La CNMC autoriza la adquisición 
de Clear Channel  
por Atresmedia  
con compromisos 

La Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia (CNMC) ha autorizado con  
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compromisos la compra de Clear Channel Es-
paña por Atresmedia porque, tras analizar la  
operación, considera que los compromisos pre- 
sentados por Atresmedia son suficientes para 
solucionar los problemas de compencia detec-
tados: 

–	 Los mercados afectados por la concen- 
tración: 

Atresmedia opera principalmente en los 
mercados de publicidad televisiva y de ra-
dio, y Clear Channel desarrolla su activi- 
dad en el mercado de la publicidad exte-
rior, principalmente, en mobiliario urba- 
no. Además, Planeta, que ejerce el control 
de Atresmedia, está presente en el mer- 
cado de la publicidad en prensa. La opera-
ción supone, por tanto, la incorporación de 
la publicidad exterior a la cartera de medios  
publicitarios de Atresmedia. 

El mercado de publicidad en televisión se 
caracteriza por un elevado grado de con-
centración, importantes barreras de entra-
da y expansión y un alto nivel de madurez. 
Por su parte, el mercado de la publicidad 
exterior, y especialmente en mobiliario ur-
bano, también presenta una estructura con- 
centrada y elevadas barreras de entrada y 
expansión, aunque mantiene una trayecto-
ria de crecimiento impulsada por su pro- 
ceso de digitalización. Finalmente, los mer-
cados de publicidad en radio y en prensa 
también son maduros y relativamente con-
centrados. 

–	 Evaluación de la operación: 

Como consecuencia de la operación, Atres- 
media pasaría a ser el único grupo con pre-
sencia significativa en la mayoría de los prin-
cipales medios publicitarios en España. La  

Comisión considera que esta posición po-
dría permitir al grupo ofrecer de forma con-
junta espacios publicitarios en televisión, 
radio, prensa y publicidad exterior, con-
figurando ofertas difícilmente replicables 
por sus competidores. En particular, la ope- 
ración genera riesgos derivados de posi-
bles estrategias de comercialización con- 
junta que podrían reforzar la posición de 
Atresmedia frente a otros operadores con 
una presencia más limitada en los distintos  
medios publicitarios. Además, la integración  
de Clear Channel en Atresmedia fortale-
cería su capacidad competitiva en publici- 
dad exterior. 

En un contexto de elevada concentración, 
de importantes barreras de entrada y ex-
pansión y de una capacidad limitada de 
reacción de la demanda y de los compe-
tidores, al menos a corto y medio plazo, la 
combinación de estos efectos podría redu-
cir la presión competitiva en el sector de la 
publicidad. 

–	 Compromisos para reducir los riesgos para 
la competencia («remedies»): 

Para hacer frente a los riesgos para la com-
petencia, Atresmedia presentó una serie  
de compromisos con una duración máxi-
ma de ocho años para mantener totalmen- 
te separada la actividad de publicidad exte- 
rior de Clear Channel de la del resto de las 
actividades publicitarias del grupo Atres- 
media y de Planeta. En particular, se prohíbe 
cualquier forma de comercialización con-
junta de la publicidad exterior con el resto 
de los productos publicitarios de Atres- 
media y de Planeta. Esta prohibición se 
extiende a todo el proceso de negocia- 
ción, desde el diseño de los productos pu-
blicitarios hasta su intermediación a través  
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de las agencias de medios y su venta  
final. 

También se establece la separación estructural 
y la autonomía funcional, comercial y econó-
mica entre Clear Channel y las restantes co-
mercializadoras de publicidad de Atresmedia, 
incluida la prohibición de cualquier intercam-
bio de información comercial entre ellas. En el 
mercado de la publicidad exterior, se imponen 
ciertas limitaciones para presentarse a licitacio-
nes públicas y gestionar publicidad de terceros 
operadores. Finalmente, se nombrará a un ad-
ministrador independiente para supervisar el 
cumplimiento de los compromisos. 

La Comisión considera que los compromisos 
propuestos por Atresmedia son suficientes 
para solucionar los problemas de competen-
cia detectados. La compañía deberá cumplirlos  
durante un máximo de ocho años. 

JURISPRUDENCIA

AUDIENCIA NACIONAL

Sentencia de 10 de julio del 2026 
(consultoras)

La sentencia resuelve el recurso presentado por 
una empresa consultora (Ulker) contra la resolu-
ción de la Comisión Nacional de los Mercados y 
la Competencia de 11 de mayo del 2021 que san-
cionó a varias empresas consultoras y a algunos 
de sus directivos por haberse puesto de acuer-
do para repartirse los servicios de consultoría 
en las licitaciones convocadas al respecto por la 
Administración autonómica del País Vasco. Los  

acuerdos se diversificaban en dos redes –«Co- 
laboración Norte» y «Colaboración nacional»–  
y afectaban tanto al mercado nacional como al 
mercado interior de la Unión Europea. La san-
ción consistió en la imposición de multas y la 
propuesta para imponer la prohibición de con-
tratar con las Administraciones Públicas.

Los motivos del recurso eran, en primer lugar, 
la caducidad del expediente por haberse com-
putado, como interrupción de los plazos, el 
tiempo del procedimiento de las recalificacio-
nes realizadas por el Consejo de la Comisión 
Nacional de los Mercados y la Competencia; 
en segundo lugar, la inexistencia de pruebas de  
cargo y, en tercer lugar, la desproporcionalidad 
de la sanción. 

Los tres motivos fueron rechazados por la  
Audiencia Nacional; el primero, por ser confor-
me con las disposiciones legales; el segundo, 
por incongruente, puesto que hay abundante 
prueba de que la empresa conocía el plan y los 
datos sobre su participación en él, y, el tercero, 
porque el procedimiento de cálculo de la san-
ción es el seguido normalmente por la Comisión 
Nacional de los Mercados y la Competencia y 
está avalado por la jurisprudencia de la Audien- 
cia Nacional y el Tribunal Supremo. En conse-
cuencia, la sentencia desestima el recurso y  
declara que la resolución impugnada es ajus- 
tada a derecho.

Hay diecinueve recursos de otras empresas re-
feridos al caso de las consultoras y resueltos 
por sentencias de la misma fecha. 

TRIBUNAL SUPREMO 

Sentencia de 27 de mayo del 2026 
(paquetería industrial)
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La sentencia desestima el recurso de casación 
interpuesto por las empresas MBS Spain y UPS 
contra la sentencia de la Audiencia Nacional 
que desestimó el recurso contra la resolu- 
ción de la Comisión Nacional de los Mercados 
y la Competencia de 8 de marzo del 2018 que 
las había sancionado por un acuerdo de no 
agresión para evitar la captación de clientes de 
la otra en el mercado de la mensajería y pa- 
quetería industrial.

Frente a las alegaciones de las partes que invo-
caban que las empresas no eran competitivas 
entre sí por actuar en distintos mercados, una en 
el mayorista y otra en el minorista; que el acuer-
do era un pacto accesorio al de colaboración 
vertical entre ellas (subrogación y prestación 
de servicios), y que les era aplicable la exen-
ción del artículo 2.4 del Reglamento (UE) 330/ 
/2010, la Comisión Nacional de los Mercados  
y la Competencia consideró que existían dos  
mercados: el principal, en el que empresas de 
mensajería celebraban acuerdos de subcon- 
tratación o prestación de servicios con empre-
sas minoristas (acuerdos verticales) en el que 
los pactos de reparto de clientes podían ser 
válidos, y el de comercialización o ejecución  
de los servicios, en el que los pactos de no cap-
tación de clientes de las otras partes (acuer-
dos horizontales) eran restrictivos de la com- 
petencia.

La sentencia acepta este razonamiento, consi-
dera que las empresas compiten en el mercado 
minorista y que los pactos de no captar clien-
tes de la otra parte no están amparados por las 
exenciones del Reglamento (UE) 330/2010 y, 
en consecuencia, desestima el recurso.

Sentencia de 16 de junio  
del 2026  
(efectos de la nulidad)

Se recurren los autos de la Audiencia Nacio-
nal de 24 de febrero del 2021 y de 13 de enero  
del 2023 que denegaron a la empresa Herma- 
nos Fernández la ejecución forzosa de la sen-
tencia del Tribunal Supremo de 26 de febrero 
del 2019 que declaró la nulidad de la resolución 
de la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia de 6 de noviembre del 2014 por 
la que se impuso a la citada empresa una multa 
de 254 323 euros.

La cuestión controvertida y de interés casacional 
consiste en determinar si la anulación por sen-
tencias del Tribunal Supremo de las sanciones  
impuestas a otras empresas en el mismo ex-
pediente sancionador por razones trasladables 
a las demás determina la posibilidad de que  
una de las empresas sancionadas cuya sanción 
haya sido confirmada por sentencia firme pue-
da solicitar la anulación de su sanción en apli-
cación del artículo 72.1 de la Ley de la Jurisdic-
ción Contencioso-Administrativa.

La sentencia del Tribunal Supremo establece 
que la pretensión de la anulación de la sanción 
por la vía legal propuesta tiene como límite la 
cosa juzgada. La empresa que ha visto confir-
mada su sanción por sentencia firme no puede 
pretender, en un incidente de ejecución, que di-
cha sentencia quede sin efecto mediante la ex- 
tensión de los efectos de otra sentencia dicta- 
da para otra empresa. La pretendida extensión 
de los efectos de una sentencia ya sea por la  
vía del artículo 72.1, o por el incidente del artícu- 
lo 110 de la Ley de la Jurisdicción Contencio-
so-Administrativa, no puede desconocer los 
pronunciamientos contenidos en una senten- 
cia firme ni los efectos de la cosa juzgada.

Sentencia de 29 de junio  
del 2026  
(régimen jurídico de la estiba)
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La sentencia desestima el recurso de casación 
interpuesto por Berge Marítima contra la sen-
tencia de la Audiencia Nacional de 3 de marzo 
del 2023 que desestimó el recurso contra la re-
solución de la Comisión Nacional de los Merca-
dos y la Competencia de 26 de julio del 2018 
que la sancionaba por participar en el acuerdo 
para que las empresas estibadoras reserva-
ran los servicios de embarque y desembarque 
de vehículos de motor a los estibadores de la 
Sociedad Anónima de Gestión de Estibadores 
Portuarios, tras la liberalización del servicio a 
consecuencia de la jurisprudencia del Tribunal 
de Justicia de la Unión Europea y la entrada en 
vigor del Reglamento 2017/352.

La sentencia estima que el Real Decreto Ley 8/ 
/2017, regulador de la estiba, no constituye una  
norma sancionadora más favorable a los efec-
tos del artículo 26.2 de la Ley 40/2015, ya que 
no modifica los elementos del tipo infractor ni 
el régimen de la Ley de Defensa de la Compe-
tencia, sino que su finalidad es adaptar el régi- 
men portuario al derecho de la Unión Europea  
sin alterar la naturaleza de los acuerdos entre 
operadores que quedan sometidos al derecho 
de la competencia.

Sentencia de 29 de junio del 2026 
(cártel de la leche)

El Tribunal Supremo ha confirmado de forma 
definitiva la participación de la empresa Lactalis 
en el conocido como cártel de la leche al deses- 
timar el recurso de casación presentado por la 
multinacional contra la resolución sancionadora 
de la Comisión Nacional de los Mercados y de 
la Competencia de 12 de julio del 2019. La sen-
tencia ratifica tanto dicha resolución, que impu-
so a Lactalis una multa de 11,7 millones de euros,  
como el fallo de la Audiencia Nacional de febre-
ro del 2024, que la convalidó. De este modo,  

los hechos declarados probados quedan con-
solidados definitivamente.

La sentencia se limita a resolver la única cues-
tión admitida en el recurso de casación, que es 
la relativa al procedimiento sancionador segui-
do por la Comisión Nacional de los Mercados y 
la Competencia, concluyendo que el organis-
mo no estaba obligado a incluir en la propuesta 
de resolución la cuantía concreta de la sanción 
económica. El alto tribunal considera que Lac-
talis pudo ejercer plenamente su derecho de 
defensa y descarta que existiera indefensión 
durante la tramitación del expediente.

La resolución deja firme la existencia de una in-
fracción única y continuada basada en el inter-
cambio de información comercial sensible entre 
empresas del sector, acuerdos sobre precios de 
compra de la leche cruda, reparto de provee-
dores y mecanismos de control de los exceden-
tes. Según la Comisión Nacional de los Merca-
dos y la Competencia, estas prácticas redujeron 
la competencia en el mercado y debilitaron la 
capacidad negociadora de los productores de 
leche, favoreciendo una presión a la baja sobre 
los precios percibidos por los ganaderos.

La decisión del Tribunal Supremo supone un 
paso relevante para los procedimientos civiles 
de reclamación de daños derivados de este 
cártel. Al quedar acreditados de manera defi- 
nitiva los hechos, se reduce notablemente la ca- 
pacidad de defensa de las empresas sancio- 
nadas en las demandas de indemnización pro-
movidas por los productores afectados.

Además del caso Lactalis, ya adquirieron firme-
za las resoluciones respeto de las asociaciones 
Aelga y Gil, así como de otras empresas como 
Celega y Nestlé. Por el contrario, aún están pen- 
dientes de resolución los recursos de casa-
ción presentados por Danone, Capsa, Pascual, 
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Schreiber y Puleva, cuyas decisiones podrían 
completar el panorama judicial de uno de los 
mayores casos de defensa de la competen- 
cia registrados en el sector agroalimentario es-
pañol.

Sentencia de 30 de junio del 2026 
(cálculo de las sanciones)

La sentencia resuelve un recurso de casación 
interpuesto por la empresa Servisa y la Junta 
de Andalucía contra la sentencia del Tribunal 
Superior de Justicia de Andalucía de 19 de ju- 
lio del 2023 que estimó parcialmente el recur- 
so interpuesto contra la resolución del Conse- 
jo de Competencia de Andalucía de 3 de marzo 
del 2021 que sancionó a Servisa por una con-
ducta de abuso de posición dominante consis-
tente en la denegación del servicio de la sala de  
velatorio en el tanatorio de Huelva. La resolu-
ción del Consejo fue anulada sólo en la parte re- 
lativa a la cuantía de la sanción, que habrá de 
recalcularse, y fue confirmada en cuanto a la 
realización de una infracción del artículo 2 de  
la Ley de Defensa de la Competencia (LDC).

La sentencia considera que el Tribunal Supe-
rior de Justicia de Andalucía no ha interpreta-
do adecuadamente los artículos 63.1 y 64.1 de 
la Ley de Defensa de la Competencia. Según 
estas normas, las sanciones pecuniarias por in-
fracciones de competencia se calculan toman-
do como referencia el volumen total de negocio 
de la empresa en el ejercicio inmediatamente 
anterior al de la imposición de la sanción con-
siderando todos los ingresos obtenidos por la 
empresa en el ejercicio de sus actividades eco-
nómicas atendiendo a un mercado global, sin 
efectuar ninguna distinción, ni geográfica ni 
tampoco por sectores de actividades económi-
cas. La citada ley establece unos límites máxi-
mos de la sanción pecuniaria de acuerdo con 

unos porcentajes fijados en el artículo 63.1 y  
ésta se determina en función de que la infrac-
ción haya sido calificada de leve, grave o muy 
grave, y, para la concreta determinación de su 
cuantía y del porcentaje que debe aplicarse 
dentro de esos límites máximos, se debe acudir  
a los criterios de graduación previstos en el ar-
tículo 64.1 para asegurar el cumplimiento del 
principio de proporcionalidad en la imposición 
de las sanciones. Asimismo, considera que, para  
la cuantificación de las sanciones por conduc-
tas abusivas en un mercado en que la empresa 
ostente una posición de dominio, no es impres-
cindible que la autoridad de competencia ela-
bore un informe económico previo y específico 
sobre la dimensión y las características del mer-
cado afectado.

Sentencia de 9 de julio del 2026 
(prescripción)

La sentencia resuelve el recurso de casación 
presentado por la Comisión Nacional de los Mer-
cados y la Competencia (la «Comisión») contra 
la sentencia de la Audiencia Nacional de 30 de 
abril del 2024 que estimó el recurso interpues-
to por la empresa Exide Technologies, S. L. U.,  
contra la resolución de la Comisión de 12 de 
julio del 2018 que había condenado a la citada 
empresa por su participación en un cártel por 
prescripción.

La cuestión se centraba en si la existencia de ac-
tuaciones previas a la incoación del expedien-
te produce la interrupción del plazo de pres-
cripción. El Tribunal Supremo, amparándose  
en la normativa comunitaria europea y españo- 
la y en su propia jurisprudencia, confirma que 
las diligencias previas de una autoridad de com- 
petencia practicadas con la finalidad de diri- 
mir, con carácter preliminar, si concurren cir-
cunstancias que justifiquen la incoación de un  
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procedimiento sancionador, producen el efecto 
de interrumpir la prescripción. En consecuen-
cia, estima el recurso de casación, anula y deja 
sin efecto la sentencia de la Audiencia Nacio- 
nal de 30 de abril del 2024 y ordena la devolu- 
ción de las actuaciones a la Sala de lo Con-
tencioso-Administrativo de la citada Audiencia 
para que, con retroacción de actuaciones al 
momento inmediatamente anterior al dictado 
de la sentencia, dicte una nueva en que resuel-
va lo que proceda de las cuestiones planteadas 
en el proceso, excepto de aquella sobre la que 
ya se ha pronunciado.

Sentencia de 20 de julio del 2026 
(comercialización de energía)

La sentencia desestima el recurso de casación 
interpuesto por la empresa Energía XXI (antes 
Endesa), que es una comercializadora de elec- 

tricidad y gas de último recurso, contra la sen-
tencia de la Audiencia Nacional de 10 de octu- 
bre del 2023 que desestimó el recurso inter-
puesto contra la resolución de la Comisión 
Nacional de los Mercados y la Competencia 
de 20 de junio del 2019 que la sancionó por 
una práctica de falseamiento de la competen-
cia por actos desleales. Dicha práctica había 
consistido en la promoción de productos aje-
nos al suministro de electricidad y gas natural 
mediante la inclusión de publicidad de ellos en  
las facturas, lo que había obstaculizado la po-
sibilidad de otros comercializadores de com-
petir para captar nuevos clientes. La sentencia 
considera que el acto es desleal y cumple el 
requisito de afectación del interés público, ya 
que es una conducta muy relevante por tratar-
se de un servicio de primera necesidad, por la  
posición de la empresa en el sector y por el al-
cance masivo que tuvieron las comunicaciones 
publicitarias.
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BREVES  
POR SECTORES

AYUDAS DE ESTADO

La Comisión Europea  
investiga el laudo arbitral  
que ordena a España 
compensar a JGC Holdings

El 4 de agosto del 2026, la Comisión Europea  
(la «Comisión») ha abierto una investigación en 
profundidad para determinar si el laudo arbitral  
que condena a España a pagar 23,5 millones de  
euros a JGC Holdings por la reforma del régi-
men de apoyo a las energías renovables cons-
tituye una ayuda de Estado compatible con el 
mercado interior. El laudo fue dictado en el 2021  
al amparo del Tratado sobre la Carta de la Ener-
gía, tras los cambios en el sistema de incentivos 
a las renovables introducidos por España en 
el 2013.

Bruselas considera preliminarmente que la in-
demnización podría otorgar a JGC una ventaja 
económica equivalente a la derivada del régi-
men de ayudas del 2007, que nunca fue notifi-
cado a la Comisión. Además, cuestiona que el 

tribunal arbitral pudiera conceder dicha com-
pensación sin tener en cuenta la competencia 
exclusiva de la Comisión para evaluar la com-
patibilidad de las ayudas de Estado y la juris-
prudencia del Tribunal de Justicia de la Unión 
Europea sobre la autonomía del ordenamiento 
jurídico de la Unión.

La investigación analizará también si la com-
pensación es necesaria y proporcionada, dado 
que las instalaciones afectadas ya se benefi-
ciaban del régimen renovable modificado en 
el 2013. La apertura del procedimiento permite 
ahora a España y a los terceros interesados pre-
sentar observaciones sin prejuzgar el resultado 
final de la investigación.

La Comisión Europea  
publica una nueva guía  
sobre ayudas de Estado  
destinadas al apoyo  
y a la inversión social

El  27  de julio del  2026, la Comisión Europea  
(la «Comisión») ha publicado una nueva guía  
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destinada a ayudar a los Estados miembros a 
diseñar medidas de apoyo e inversión sociales 
compatibles con las normas de ayudas de Es-
tado. La iniciativa, anunciada en el marco del 
Pacto por una Industria Limpia (en inglés, Clean 
Industrial Deal), reúne por primera vez en un 
único documento las principales herramientas 
disponibles para promover objetivos sociales 
respetando las reglas de competencia de la 
Unión Europea.

La guía explica en qué supuestos los Estados 
miembros pueden conceder ayudas para finan- 
ciar servicios de interés económico general 
(como la vivienda social o la asistencia sanita- 
ria), fomentar el empleo de trabajadores desfa- 
vorecidos o con discapacidad, apoyar progra-
mas de formación y facilitar inversiones en efi-
ciencia energética para los hogares. También 
aborda determinadas medidas de apoyo a py-
mes y start-ups con impacto social.

Además, el documento aclara qué tipos de 
apoyo público no constituyen ayudas de Estado  
y qué medidas pueden autorizarse conforme a  
la normativa europea. La Comisión destaca que  
se trata de una herramienta dinámica que se 
actualizará conforme evolucionen las reglas  
de ayudas de Estado con el objetivo de facilitar 
una transición socialmente justa hacia una eco-
nomía más sostenible. 

La Comisión Europea  
ha aprobado un régimen español  
de ayudas estatales  
por valor de 1500 millones  
de euros para apoyar  
a los agricultores afectados  
por las inundaciones  
del 2025-2026 en Andalucía  
y Extremadura

El 11 de mayo del 2026, la Comisión Europea (la 
«Comisión») aprobó un régimen español de 
ayudas estatales de  1500  millones de euros 
destinado a compensar a los agricultores afec-
tados por las graves inundaciones registradas 
en Andalucía y Extremadura entre noviembre 
del 2025 y febrero del 2026. Las inundaciones 
afectaron a más de 100 000 km² del territorio 
español y provocaron daños en cultivos, infra- 
estructuras agrícolas y medios de producción, 
además de incrementar los costes operativos 
de las explotaciones.

La medida tiene por objeto evitar el cierre de 
explotaciones agrarias y facilitar la recupera-
ción de la capacidad productiva. Las ayudas se 
concederán en forma de subvenciones directas 
que podrán cubrir hasta el 100 % de los costes 
subvencionables, incluidos los daños materia- 
les y las pérdidas de ingresos derivadas de la 
destrucción total o parcial de la producción agrí- 
cola o de los activos productivos.

La Comisión concluyó que el régimen es com-
patible con el mercado interior al amparo del ar- 
tículo  107, apartado  2, letra  b, del Tratado de 
Funcionamiento de la Unión Europea y de las 
directrices agrícolas del 2022, al considerar que 
las autoridades españolas han acreditado tanto 
el carácter de desastre natural de las inunda-
ciones como la relación causal directa entre el 
fenómeno meteorológico y los daños sufridos 
por los agricultores. El régimen permanecerá vi- 
gente hasta el 31 de diciembre del 2026.

La Comisión Europea  
aprueba el mecanismo  
de capacidad español  
por valor de 9000 millones de euros 
para la seguridad del suministro  
eléctrico
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El 29 de mayo del 2026, la Comisión Europea  
(la «Comisión») aprobó un mecanismo de ca-
pacidad de  9000  millones de euros destina- 
do a reforzar la seguridad del suministro eléc-
trico en España. La medida estará vigente du-
rante diez años y tiene como objetivo garantizar 
que exista capacidad suficiente para generar, 
almacenar o reducir de forma flexible el consu- 
mo de electricidad en periodos de escasez.

El mecanismo estará abierto, mediante proce-
dimientos de licitación competitivos y no discri-
minatorios, a instalaciones de generación, pro- 
yectos de almacenamiento y operadores de 
respuesta de la demanda, tanto nuevos como 
existentes. El presupuesto estimado asciende a 
unos novecientos millones de euros anuales, si 
bien la cuantía final dependerá de los resulta-
dos de las subastas de capacidad.

La Comisión concluyó que el régimen es nece-
sario, adecuado y proporcionado para garan-
tizar la seguridad del suministro eléctrico, de  
conformidad con el artículo 107, apartado 3, le-
tra c, del Tratado de Funcionamiento de la Unión  
Europea y las Directrices [del 2022] sobre ayu-
das estatales en materia de clima, protección  
del medio ambiente y energía. Asimismo, des-
tacó que el diseño del mecanismo limita las dis-
torsiones de la competencia y se ajusta a las 
mejores prácticas previstas en el marco euro-
peo de ayudas para la industria limpia.

La Comisión Europea somete  
a consulta pública la revisión  
de las Directrices sobre ayudas  
estatales de finalidad regional

El 28 de julio del 2026, la Comisión Europea (la 
«Comisión») abrió una consulta pública sobre 
su propuesta de modificación de las Directrices 

sobre ayudas estatales de finalidad regional, 
con el objetivo de actualizar el marco aplicable 
a partir del 2028. Estas directrices regulan las 
condiciones en las que los Estados miembros 
pueden conceder ayudas para promover el de-
sarrollo económico de regiones desfavoreci- 
das y determinan los criterios para identificar las  
zonas que pueden beneficiarse de este tipo de 
apoyo.

La propuesta de revisión incorpora los últimos  
datos socioeconómicos disponibles para ela-
borar los futuros mapas regionales de ayudas  
correspondientes al periodo  2028-2034. Asi-
mismo, tiene en cuenta los retos específicos 
que afrontan las regiones orientales de la Unión 
Europea fronterizas con Rusia, Bielorrusia y 
Ucrania.

La Comisión invita a autoridades nacionales, re-
gionales y demás partes interesadas a presen-
tar observaciones hasta el  30  de septiembre 
del 2026. La adopción de las directrices revisa-
das está prevista para finales del 2026, con el 
fin de que los Estados miembros dispongan de 
tiempo suficiente para preparar y notificar los 
nuevos mapas regionales que entrarán en vigor 
en el 2028.

CONTROL  
DE  
CONCENTRACIONES

La Comisión Europea aprueba  
la adquisición de Warner  
por Paramount con compromisos

El 22 de julio del 2026, la Comisión Europea (la 
«Comisión») aprobó la adquisición de Warner  
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Bros. Discovery por Paramount Skydance Cor-
poration, condicionándola al cumplimiento ín-
tegro de una serie de compromisos destinados 
a preservar la competencia. La operación com-
bina dos de los principales grupos mundiales 
de producción y distribución de contenidos 
audiovisuales y se enmarca en un contexto de 
creciente competencia en el sector del entrete-
nimiento y del streaming.

Durante su investigación, la Comisión analizó 
los efectos de la operación en diversos merca-
dos audiovisuales, incluidos la producción y dis-
tribución cinematográficas, la producción y li- 
cencia de contenidos audiovisuales, los cana-
les de televisión y los servicios audiovisuales. 
Aunque concluyó que seguirán existiendo nu-
merosos competidores en la producción de pe-
lículas y en el conjunto de la cadena de valor 
audiovisual, identificó riesgos de competencia 
en determinados mercados de distribución ci-
nematográfica en Europa.

En particular, la Comisión consideró que la 
operación podría aumentar significativamente 
la concentración en los países del Espacio Eco-
nómico Europeo donde Paramount mantiene  
una asociación estructural con Universal a tra-
vés de la empresa conjunta United Internatio-
nal Pictures. La incorporación del catálogo de  
Warner a esa estructura podría haber reforza-
do el poder de negociación de las partes frente  
a los exhibidores cinematográficos y haber- 
se traducido en condiciones menos favorables 
para los operadores de salas y, en última instan-
cia, para los consumidores.

Para responder a estas preocupaciones, Para-
mount se comprometió a abandonar su partici-
pación en United International Pictures en el Es-
pacio Económico Europeo en un plazo de trece 
meses y a abstenerse durante diez años de 
establecer acuerdos de distribución conjunta  

con Universal o de reorganizar la distribución de 
las películas de Paramount y Warner de forma 
que aumentara la concentración en los merca-
dos afectados. Tras someter estos compromi-
sos a una consulta de mercado, la Comisión 
concluyó que eliminan los riesgos detectados y 
aprobó la operación, condicionando su autori-
zación al pleno cumplimiento de los compromi-
sos asumidos. Un administrador independiente 
vigilará su ejecución bajo la supervisión de la 
propia Comisión.

La Comisión Europea aprueba  
sin condiciones la adquisición  
de DMK y DOC por Arla

El  28  de mayo del  2026, la Comisión Euro-
pea  (la «Comisión») aprobó sin condiciones, 
en virtud del Reglamento comunitario de con-
centraciones, la adquisición de las cooperativas 
lácteas alemanas DMK y DOC por Arla Foods. 
Tras analizar sus efectos en distintos mercados 
de productos lácteos del Espacio Económico 
Europeo, la Comisión concluyó que la opera-
ción no plantea problemas de competencia.

La investigación se centró, entre otros aspectos, 
en la compra de leche cruda a los ganaderos 
de Alemania y en el suministro de productos 
lácteos e ingredientes derivados del suero a 
minoristas y clientes industriales. La Comisión 
consideró que la estructura cooperativa de 
Arla Foods limita el riesgo de que la entidad 
resultante reduzca los precios pagados a los 
productores, mientras que seguirán existiendo 
suficientes competidores en los mercados afec-
tados.

Asimismo, la Comisión constató que la operación 
no reforzará de forma significativa el poder ne-
gociador de Arla Foods frente a los distribuidores  
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ni generará riesgos relevantes de ventas vincu- 
ladas o empaquetadas. En consecuencia, la Co- 
misión concluyó que la concentración no redu-
cirá significativamente la competencia efecti-
va en el Espacio Económico Europeo y apro- 
bó la transacción en la fase I sin imponer com-
promisos.

PRÁCTICAS  
ANTICOMPETITIVAS

La Comisión Europea  
impone medidas cautelares  
a Meta para restablecer  
el acceso de asistentes  
de inteligencia artificial  
rivales a WhatsApp

El  9  de junio del  2026, la Comisión Europea  
(la «Comisión») ordenó a Meta restablecer de 
forma gratuita el acceso de asistentes de in-
teligencia artificial de terceros a la interfaz de 
programación de aplicaciones («API», por sus 
siglas en inglés) de WhatsApp Business y man-
tenerlo hasta que concluya la investigación anti- 
monopolio en curso. La medida cautelar pre- 
tende evitar un perjuicio grave e irreparable 
para la competencia en el emergente merca-
do de los asistentes de inteligencia artificial (IA)  
de propósito general.

Según la evaluación preliminar de la Comi-
sión, Meta ostenta una posición dominante en 
el mercado de aplicaciones de comunicación 
para consumidores y podría haber abusado 
de ella al restringir el acceso de los asisten- 
tes de inteligencia artificial rivales a WhatsApp. 
En octubre del 2025, Meta prohibió el acceso 

de estos servicios a la plataforma, dejando úni-
camente disponible su propio asistente, Meta 
AI. Posteriormente, aunque reabrió el acceso, 
introdujo unas tarifas que, a juicio de la Comi-
sión, tendrían efectos equivalentes a la prohibi-
ción inicial.

La Comisión considera que estas prácticas po-
drían alterar significativamente la estructura 
competitiva de un mercado en rápida expan-
sión, dificultando la entrada y el crecimiento  
de competidores. Por ello, ha exigido a Meta que 
restablezca las condiciones de acceso vigen- 
tes antes de octubre del 2025, cuando dicho 
acceso era gratuito, en un plazo de cinco días 
laborables. La investigación sobre el fondo del 
asunto continúa abierta.

La Comisión Europea  
investiga a Sanofi  
por una posible campaña  
anticompetitiva contra una vacuna 
rival de la gripe

El 26 de junio del 2026, la Comisión Europea  
(la «Comisión») abrió una investigación formal 
para determinar si Sanofi infringió las normas 
de competencia de la Unión Europea median-
te una campaña de comunicación destinada a 
desacreditar la vacuna antigripal Fluad, de la 
empresa CSL Seqirus, competidora de su vacu-
na Efluelda para personas mayores y pacientes 
vulnerables.

Según las preocupaciones preliminares de la 
Comisión, Sanofi, que presuntamente ostenta 
una posición dominante en los mercados ale-
mán y francés de vacunas antigripales reforza-
das para pacientes de riesgo, habría difundi-
do entre los profesionales sanitarios mensajes  
engañosos que presentaban Fluad como una 
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opción inferior a Efluelda. La Comisión consi- 
dera que algunas de estas afirmaciones po-
drían haber tergiversado la evidencia científi- 
ca disponible y las recomendaciones naciona-
les de vacunación. 

La Comisión considera que estas prácticas  
podrían constituir un abuso de posición domi-
nante contrario al artículo  102  del Tratado de 
Funcionamiento de la Unión Europea. Sanofi 
podrá presentar compromisos para responder 
a las preocupaciones de competencia identifi-
cadas por la Comisión.

DIVERSOS

La Comisión Europea  
designa a ChatGPT, Reddit  
y Roblox como plataformas  
de muy gran tamaño  
en virtud de la DSA

El 31 de agosto del 2026, la Comisión Europea  
(la «Comisión») ha designado a ChatGPT como 
motor de búsqueda en línea de muy gran tama-
ño y a Reddit y Roblox como plataformas en lí-
nea de muy gran tamaño con arreglo a la cono-
cida como ley de servicios digitales («DSA», por 
sus siglas en inglés). La decisión se basa en que 
estas plataformas superan el umbral de cuaren-
ta y cinco millones de usuarios mensuales en la 
Unión Europea.

Como consecuencia de esta designación, las 
empresas tienen hasta enero del  2027  para 
cumplir las obligaciones reforzadas previstas por 
la ley de servicios digitales, entre ellas, la eva-
luación y mitigación de riesgos sistémicos rela-
cionados con la difusión de contenidos ilícitos,  

la protección de menores, los derechos funda- 
mentales, los procesos electorales y la segu-
ridad pública. Con estas incorporaciones, el 
número total de plataformas y motores de bús-
queda designados como de muy gran tama- 
ño bajo la ley de servicios digitales  asciende a  
veintiocho.

La Comisión Europea  
publica la primera revisión  
del Reglamento sobre Subvenciones 
Extranjeras 

El 24 de julio del 2026, la Comisión Europea (la 
«Comisión») publicó su primera revisión del 
Reglamento sobre Subvenciones Extranjeras  
(RSE), concluyendo que este instrumento cum- 
ple eficazmente su objetivo de detectar y corre-
gir las distorsiones de competencia derivadas 
de subvenciones concedidas por terceros paí-
ses a empresas que operan en el mercado inte-
rior. La evaluación de los tres primeros años de  
aplicación destaca especialmente la utilidad  
de los mecanismos de control de concentracio-
nes, contratación pública e investigaciones ini-
ciadas de oficio para identificar ayudas poten- 
cialmente distorsionadoras antes de que pro-
duzcan efectos en el mercado.

La revisión confirma además la amplia acepta-
ción del reglamento entre las partes interesadas. 
En el ámbito de las concentraciones, la Comi-
sión destaca el valor de los contactos previos a 
la notificación para agilizar los procedimientos. 
En materia de contratación pública, resalta que 
se han evaluado más de cinco mil notificacio-
nes, permitiendo así controlar posibles subven-
ciones extranjeras sin retrasar la adjudicación 
de contratos públicos. Asimismo, las recien-
tes investigaciones abiertas en los sectores de 
detección de amenazas y energía eólica han  
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contribuido a aclarar la aplicación práctica de 
los poderes de investigación de oficio.

No obstante, la Comisión también ha identifi-
cado diversos ámbitos susceptibles de mejora, 
entre ellos, la carga administrativa derivada de 
las obligaciones de información sobre contribu-
ciones financieras extranjeras, la complejidad 
de determinados procedimientos y la necesi-
dad de aportar mayor claridad y transparencia 
sobre algunos requisitos de notificación y sobre 
el ejercicio de sus facultades de revisión.

Por ello, Bruselas prevé introducir ajustes espe-
cíficos destinados a simplificar el funcionamien-
to del régimen sin comprometer su eficacia. 
Entre las posibles medidas figuran el aumento 
de determinados umbrales de notificación, la 
creación de procedimientos simplificados para 
ciertas operaciones, nuevas exenciones de in-
formación y aclaraciones en las reglas aplica-
bles a la contratación pública. Los proyectos de 
modificación se someterán a consulta en oto-
ño del 2026 y su adopción está prevista para 
el 2027.
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